
10 PUNTOS PARA REFORMAR Y TRANSFORMAR LA LEY NO. 87-01 DEL SISTEMA 

DOMINICANO DE SEGURIDAD SOCIAL   

PROPUESTAS DEL SECTOR SOCIAL 

 

I. FUNDAMENTOS DE LA PROPUESTA 

 

La seguridad social y la salud integral como Derechos Fundamentales, y la función del Estado  

como garante de la protección de esos derechos, deben ser el criterio de racionalidad y viabilidad 

en todo proceso de reforma de la Ley No. 87-01.   

Son esos derechos de las personas los que hay que preservar, proteger, garantizar y hacer 

efectivos, y ese es el enfoque de esta propuesta, y por eso se diferencia absolutamente del 

modelo instaurado con la Ley No. 87-01, cuyo enfoque es la privatización, la mercantilización de 

la salud y la seguridad social, la difuminación del rol del Estado y la sostenibilidad del negocio 

financiero. 

El Estado dominicano está normado por la Constitución de la República Dominicana, promulgada 

en 2010 y modificada en 2015. La misma establece en  el Capítulo II del Estado Social y 

Democrático de Derecho, artículo 8, que:  

“Es función esencial del Estado, la protección efectiva de los derechos de la persona, el 

respeto de su dignidad y la obtención de los medios que le permitan perfeccionarse de 

forma igualitaria, equitativa y progresiva, dentro de un marco de libertad individual y de 

justicia social, compatibles con el orden público, el bienestar general y los derechos de 

todos y todas”. 

Más adelante, en su Capítulo de Derechos Fundamentales, dicta la Constitución lo siguiente:   

“Artículo 60.- Derecho a la seguridad social. Toda persona tiene derecho a la seguridad 

social. El Estado estimulará el desarrollo progresivo de la seguridad social para asegurar 

el acceso universal a una adecuada protección en la enfermedad, discapacidad, 

desocupación y la vejez”.  

“Artículo 61.- Derecho a la salud. Toda persona tiene derecho a la salud integral”, 

indicándose aquí el deber del Estado de brindar toda la atención requerida de forma 

gratuita a las personas que lo requieran. 

La Seguridad Social y la Salud como derechos están también reforzados como parte integral del 

bloque de constitucionalidad de la República Dominicana, en la medida en que son parte del 

mandato de la Declaración Universal de Derechos Humanos: 



“Artículo 22 - Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad 

social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida 

cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos 

económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su 

personalidad”.  

“Artículo 25 – 1). Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, 

así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la 

vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho 

a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de 

pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad. 

2). La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos 

los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección 

social.” 

Las principales normas internacionales (Convenio 102 y otras) en materia de seguridad social se 

han establecido en el marco de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). Según este 

organismo: 

“La noción de seguridad social (...) cubre todas las medidas de suministro de prestaciones, 

en efectivo o en especie, a efectos de garantizar una protección frente a la: - (a) falta de 

ingresos relacionados con el trabajo (o su insuficiencia) causada por enfermedad, 

invalidez, maternidad, accidente del trabajo, vejez, o muerte del sostén de la familia; – (b) 

falta de acceso o acceso no asequible a la atención médica; – (c) apoyo insuficiente a las 

familias, particularmente en el caso de niños y adultos dependientes; – (d) pobreza 

general y exclusión social.”1 

La estrategia que propone la OIT se llama “escalera de la seguridad social”, con tres distintos 

niveles de prestaciones, que corresponden a diferentes niveles de garantías. Esta estrategia -que 

recoge convenios firmados por el Estado dominicano- debería ser el nivel mínimo para una 

discusión de reforma. Este modelo plantea dos regímenes que bajo un esquema de solidaridad 

social asegura prestaciones suficientes a los grupos poblacionales, con financiamiento tripartito, 

precisamente comenzando por quienes tienen menores niveles de ingreso.2  

En este modelo, los regímenes contributivos (cotizaciones) es uno de esos niveles (el segundo), 

y entre los afiliados del régimen contributivo obligatorio, los que desean y puedan 

 
1 OIT (2014). La Estrategia de Desarrollo de los Sistemas de Seguridad Social de la OIT. El Papel de los Pisos 

de Protección Social en América Latina y el Caribe. Lima: OIT, Oficina Regional para América Latina y el 

Caribe. Disponible en: https://www.social-protection.org/gimi/RessourcePDF.action?id=51977   

2 Op.cit.  

https://www.social-protection.org/gimi/RessourcePDF.action?id=51977


financieramente buscar una cobertura de nivel cualitativamente más alto pueden obtenerla a 

través de regímenes complementarios voluntarios.  

Con la Ley No.87-01, el modelo se invierte, entregando al aseguramiento individualizado no 

solidario, privatizado y con paquetes de mínimos los recursos de las cotizaciones obligatorias y 

voluntarias. Esto deja a un Estado deficitario la responsabilidad de aumentar la cobertura, y a la 

población mayoritaria más afectada en sus derechos en el presente y en el futuro mientras más 

limitados sean sus ingresos. La Ley No. 87-01, establecida con el prisma del aseguramiento  

basado en la cotización como “prima de riesgo” trae en su génesis un problema aún mayor: la 

mayoría de la población dominicana ha quedado excluida de la posibilidad de afiliación, dado que 

su condición de perceptores de ingresos “informales” no les hace objeto de este tipo de sistemas.  

Las consecuencias de este modelo, y en general de las reformas de privatización, han sido 

nefastas y no han tenido ningún resultado positivo en ningún país . En los pocos países donde se 

impusieron, estas reformas fueron desmanteladas. En otros, como fue el sector salud en El 

Salvador, las reformas quedaron a medias porque la sociedad se opuso a las mismas. En Chile, 

cuna de estas políticas en pensiones y salud, también fracasaron y están a punto de darse por 

superadas. Cuarenta años de este modelo es suficiente para tener evidencias, y para el caso de 

las pensiones  la reversión ha sido la fórmula predominante en los últimos tiempos, según explica 

la OIT3: 

“Considerando que el 60 por ciento de los países que habían privatizado los sistemas 

públicos de pensiones obligatorias han revertido la privatización, y teniendo en cuenta la 

evidencia acumulada de impactos negativos sociales y económicos, se puede afirmar que 

el experimento de la privatización ha fracasado. La privatización de las pensiones no dio 

los resultados esperados. Las tasas de cobertura se estancaron o disminuyeron, los niveles 

de las pensiones se deterioraron, y se agravaron las desigualdades de género y de 

ingresos, lo que hizo que la privatización fuera muy impopular. El riesgo asociado a las 

fluctuaciones en los mercados financieros se trasladó a los individuos. Los costos 

administrativos se incrementaron, lo que resultó en menores niveles de prestaciones. Los 

altos costos de transición -a menudo infravalorados- crearon grandes presiones fiscales. 

Se suponía que la administración privada debía mejorar la gobernanza, pero, por el 

contrario, la debilitó. Se eliminó la participación de los trabajadores en la gestión. En 

muchos casos, las funciones de regulación y supervisión fueron capturadas por los mismos 

grupos económicos responsables de la gestión de los fondos de pensiones, lo que creó un 

grave conflicto de intereses; además, la industria de seguros, quien en última instancia se 

beneficia de los ahorros previsionales, avanzó hacia la concentración. Por último, las 

 
3 OIT (2019). La reversión de la privatización de las pensiones: Reconstruyendo los sistemas públicos de pensiones 

en los países de Europa Oriental y América Latina (2000-2018). OIT, Departamento de Seguridad Social. Disponible 
en: https://www.social-protection.org/gimi/RessourcePDF.action?id=55496  

https://www.social-protection.org/gimi/RessourcePDF.action?id=55496


reformas de las pensiones tuvieron efectos limitados en los mercados de capitales y en el 

crecimiento en la mayoría de los países en desarrollo (…). 

(…)Si bien las reversiones de la privatización de las pensiones necesitan más años para 
madurar, ya se pueden observar mejoras claras y mensurables en cuanto a sus efectos 
positivos en la reducción de las presiones fiscales y de los costos administrativos, los 
mayores niveles de cobertura y de las prestaciones, así como en cuanto a la reducción de 
las desigualdades de género y de los ingresos. 
 
La privatización de las pensiones se puede revertir rápidamente, en tan solo unos pocos 
meses. Para aquellos países que están considerando reconstruir sus sistemas públicos de 
pensiones, hay once pasos principales: i) iniciar el diálogo social para generar consenso, 
realizar campañas de comunicación; ii) conformar un comité técnico tripartito para la 
reforma, encargado de diseñar e implementar la renacionalización del sistema de 
pensiones; iii) promulgar leyes que definan las principales características de un sistema de 
reparto con beneficios definidos, de conformidad con las normas de seguridad social de la 
OIT; iv) crear un ente administrador público de las pensiones que garantice la gobernanza 
tripartita; v) transferir a los afiliados del sistema privado al público; vi) transferir los 
recursos acumulados de las cuentas individuales; vii) establecer las nuevas tasas de 
cotización y comenzar a recaudar las cotizaciones al nuevo sistema público de pensiones; 
viii) clausurar el mecanismo de recaudación de cotizaciones del sistema privado; ix) 
implementar los servicios de inspección y los mecanismos de cobranza de las cotizaciones; 
x) crear la unidad o entidad encargada de la gestión de las inversiones del régimen público 
de pensiones; xi) clausurar el ente de supervisión y regulación de las pensiones privadas”. 

 

 

II. LOS 10 PUNTOS QUE PRESENTAMOS 

 

 

1. SEGURIDAD SOCIAL PARA TODAS Y TODOS SIN EXCLUSIONES: Todos los ciudadanos y 

ciudadanas dominicanos, y los inmigrantes en estatus migratorio regular, tendrán el derecho 

a ser protegidos por la seguridad social. En función de ello, la Seguridad Social estará obligada 

a restar incertidumbre entre las personas en lo que concierne a situaciones que pudieran 

afectar y afectan la calidad de vida familiar, su salud, su capacidad productiva y su inclusión 

en el mercado laboral. En tal sentido, las personas y familias tendrán derecho al registro en 

la Seguridad Social mediante un código único y personal debidamente validado y reconocido 

por los actores institucionales, y derecho a recibir la protección contra riesgos sociales y sus 

consecuencias que afectan su calidad de vida y su capacidad productiva, tanto en lo que 

respecta a la prevención, tratamiento, rehabilitación y reparación de su salud, en los que la 

Seguridad Social administre sin más distinción de su condición humana y de la necesidad de 

la protección. 

 



2. FINANCIAMIENTO COMPARTIDO Y SOLIDARIO, NO DEPENDIENTE DE LA CAPACIDAD 

INDIVIDUAL: El sistema se financiará con contribuciones definidas para todos y todas los 

trabajadores y trabajadoras asalariados/as públicos/as y privados/as, incluyendo los 

trabajadores y trabajadoras por cuenta propia en sus diferentes modalidades de la manera 

en que se estipule por la legislación vigente y sus los reglamentos respectivos, contribuciones 

de los empleadores, incluyendo al Estado como empleador, y aportes estatales vía 

Presupuesto General del Estado. Los/as trabajadores/as y empleadores/as “informales” e 

independientes tendrán los incentivos correspondientes para cotizar, siendo el más 

importante contar con una verdadera Seguridad Social. Para ESTOS FINES, El salario cotizable 

será el salario que devengue el trabajador, de acuerdo con lo establecido por el artículo 192 

del Código de Trabajo y no existirá salario cotizable máximo o tope de cotización, por lo cual 

la cotización deberá hacerse en base al salario o los salarios devengados. Ningún trabajador 

podrá cotizar con un salario inferior al salario mínimo que le corresponda, fijado por el 

Ministerio de Trabajo. 

  

3. VERDADERO SISTEMA NACIONAL DE PENSIONES SIN AFP: Las AFP son entidades que 

administran los fondos con el único objetivo de aumentar la rentabilidad propia y para eso 

convierten las pensiones en cuentas según la suerte individual, con fórmulas de cálculo y 

tablas de edad inhumanas. Se creará el Instituto Dominicano de Pensiones, de carácter 

público, autónomo y altamente profesional, cuya única finalidad sea otorgar a toda la 

población una pensión justa, digna y suficiente, basada en el monto de la canasta familiar. A 

su vez, las personas podrán libremente tener ahorros individuales complementarios y 

voluntarios en entidades financieras o cooperativas con verdadera competencia y libre 

mercado. 

 

4. PENSIONES JUSTAS, DIGNAS, OPORTUNAS Y DE POR VIDA:  El sistema llamado de “cuentas 

de capitalización individual” se opone a los criterios básicos de la pensión como sustitución 

del ingreso, suficiencia, seguridad, previsibilidad y certidumbre, y no cumple con el principio 

de universalidad y solidaridad, siendo excluyente con la mayoría de la población. Exigimos un 

SISTEMA DE PENSIONES UNIVERSAL con BENEFICIOS DEFINIDOS, esto es que otorgue una 

pensión garantizada de al menos IGUAL A LA PRECIO DE LA CANASTA FAMILIAR PROMEDIO, 

y sobre esa base aumente conforme el nivel de ingresos y los años de aportes. Todos estos 

cambios deben aplicarse tanto en las pensiones por jubilación como en las pensiones por 

discapacidad y sobrevivencia. El dinero acumulado en las cuentas de capitalización individual 

hasta la fecha SERÁ INEMBARGABLE y propiedad exclusiva de cada afiliado/a, que podrán 

disponer de sus fondos para aportar al nuevo sistema o para lo que decidan libremente. 

 

5. SALUD UNIVERSAL E INTEGRAL, SIN PLAN BÁSICO DE SALUD: La salud integral es un derecho 

fundamental y el seguro de salud debe ser para todas y para todos, dando una cobertura 

universal e integral para todas las necesidades y requerimientos de las personas, sin ningún 

otro criterio que no sea dar seguridad y tranquilidad a las familias, siendo un deber 



constitucional del Estado otorgar dicha protección. Por tanto, queda eliminado y prohibido el 

establecimiento de toda forma de plan básico o catálogo de prestaciones de cualquier tipo, 

que limite la garantía y el goce pleno y efectivo de la protección del  derecho a la salud 

integral. Asimismo, queda prohibida toda segregación de la población en grupos de personas 

según modos o medios de aseguramiento. 

 

6. VERDADERO SEGURO NACIONAL DE SALUD SIN ARS: Las ARS son entidades que para ser 

rentables necesitan cercenar el derecho a la salud de la población, recortar las cobertura, 

ampliar las cotizaciones, y afectar negativamente las remuneraciones y condiciones de 

trabajo de los/as profesionales y trabajadores/as de la salud, así como de las entidades 

prestadoras de servicios, a lo que se añade el riesgo que implica  que se permita la integración 

vertical en el sector, esto es ser dueñas oligopólicas de clínicas, farmacias, laboratorios, etc. 

El nuevo Seguro Nacional de Salud comprenderá todos los servicios, atenciones, 

intervenciones, procedimientos y medicamentos para la restauración de la salud y el 

tratamiento de las enfermedades en las dimensiones física, psicológica y mental; accidentes 

y enfermedades laborales u ocupacionales; la rehabilitación de las personas con cualquier 

tipo de discapacidad o enfermedades; provisión de ayudas técnicas  y aditamentos para la 

movilidad y la vida diaria de las personas con discapacidad (PcD), la atención del embarazo, 

parto y puerperio y sus consecuencias; la prevención de discapacidades prevenibles y las 

atenciones médicas y tratamientos derivados de accidentes de tránsito; garantizando 

cobertura a todos los ciudadanos y ciudadanas como a extranjeros con residencia regular. las 

atenciones, servicios y medicamentos requeridos por las personas, sin exclusiones por edad, 

sexo, religión, discapacidad, condición social, condición de salud, estatus laboral u origen 

territorial.   

 

7. SEGURO NACIONAL DE DESEMPLEO Y SUSPENSIÓN LABORAL MANTENIENDO LOS 

DERECHOS ESTABLECIDOS EN EL CÓDIGO DE TRABAJO: Ante una situación de pérdida de un 

empleo o de ingresos por despido que resulten una amenaza para la estabilidad de la calidad 

de vida necesaria para una vida digna no decidida por la persona involucrada, previa 

evaluación de la situación, la Seguridad Social dispondrá del pago de un subsidio por 

desempleo o suspensión laboral por un setenta por ciento (70%) del salario mínimo nacional 

durante seis meses como máximo.  Este subsidio por desempleo o suspensión laboral no 

sustituye al pago de las prestaciones laborales que la ley exige pagar a quien es desvinculado 

de su trabajo. 

 

8. INVERSIÓN DE LOS FONDOS PARA DAR SEGURIDAD SOCIAL Y GENERAR DESARROLLO: El 

Instituto Dominicano de Pensiones administrará e invertirá los recursos previsionales con el 

fin de lograr un sistema de pensiones con el nivel óptimo de rentabilidad económica, con 

solidaridad social y con un impacto positivo en el desarrollo y bienestar nacional. Se priorizará 

la colocación de recursos en aquellas actividades que optimicen el impacto en la generación 

de empleos, construcción de viviendas, reconversión y ampliación energética, ciencia y 



tecnología, investigación y desarrollo, infraestructuras para el desarrollo integral y sostenible 

del país, actividades de desarrollo industrial y agropecuario, incluyendo la inversión en las 

actividades del cooperativismo. Deberá contar con un Fondo de Reservas Técnicas y estará 

prohibido su inversión en actividades en el extranjero, así como en la especulación financiera. 

Su uso en deuda pública nacional deberá ser autorizado por el Congreso Nacional. 

 

9. DEFENSA Y PROTECCIÓN ABSOLUTA DE LAS CONQUISTAS LOGRADAS: El nuevo Sistema 

Nacional de Pensiones rescatará y preservará los derechos y beneficios establecidos 

mediante las leyes No. 451-08 (Maestros y Maestras), No. 6-86 (Industria de la Construcción 

y afines), No. 379-81 (Servidores/as públicos), Ley No. 414-98 que regula las pensiones de 

médicos y médicas, No.5778 de autonomía de la Universidad Autónoma de Santo Domingo y 

sus reglamentos (Profesores/as de la UASD), y otros regímenes similares de beneficios 

definidos para gremios y servidores en base a edad, años de servicio y cotizaciones. Además 

de esto, reconocimiento y reparación a las personas que, como los servidores públicos, 

profesionales y trabajadores desempleados en edad de retiro, trabajadores de la caña y otros, 

se les ha violado su derecho a la pensión justa, digna y oportuna.  

 

10. RECTORÍA, DEFENSA DE LOS DERECHOS E INFORMACIÓN DE CARÁCTER PÚBLICO: Durante 
21 años, la Seguridad Social ha estado en manos de una rectoría fragmentada, que diluye las 
responsabilidades del Estado, hace que las instituciones estén capturadas por intereses y 
grupos privados, y hasta ha privatizado el sistema de información. Para eso se propone que 
la dirección de la seguridad social esté a cargo de un consejo ministerial conformado por los 
ministerios de la Presidencia, Planificación, Economía y Desarrollo, de Salud, de Trabajo y 
Hacienda.  Los ministerios señalados podrán conformar cuantas comisiones crean necesarias, 
tanto interministeriales como al interior de sus dependencias, así como con la sociedad civil 
para los temas que les competen. Las ejecutorias que correspondan a la Seguridad Social 
deberán formar parte de los presupuestos de estos ministerios y, en el caso de que no se 
corresponda con sus funciones sustantivas, deberán indicar la dependencia del gobierno que 
le correspondiese y donde deberán colocarse recursos del presupuesto para ello. 
Se propone asimismo que, al ser la seguridad social un Derecho Fundamental, la Defensoría 
del Pueblo cuente con una Dirección específica para la defensa de los derechos a la Seguridad 
Social y todos los servicios que sean necesarios para hacer efectiva la protección de dichos 
derechos. Esta asistencia incluirá información sobre sus derechos, deberes, recursos e 
instancias amigables y legales, formulación de querellas y demandas, representación, 
asistencia legal en los reclamos interpuestos por las personas afiliadas y seguimiento de 
casos, entre otros. 
Asimismo, la seguridad social ha de fundamentarse en un sistema único de información para 
el registro, cotización, planes de beneficios y prestación de servicios, el será de exclusivo 
dominio y gestión por parte de las entidades públicas a cargo de la seguridad social, y 
constituye la base para otorgar a las personas su número de carnet de la Seguridad Social. 

 



Finalmente, los 10 PUNTOS anteriormente indicados constituyen una agenda básica de aquellas 

aspiraciones y conquistas que son IMPRESCINDIBLES para responder a las necesidades del país y 

de la ciudadanía, en el marco del Estado social y democrático de derecho.  

Por tanto, son exigencias y demandas vinculadas con otras que son determinantes para rescatar 

los derechos fundamentales de la sociedad a la Salud y la Seguridad Social, como son: el 4% del 

PIB para la Salud establecido en la Ley No.01-12 de Estrategia Nacional de Desarrollo; el rechazo 

a cualquier intento por eliminar o retroceder en conquistas laborales y sociales; el rechazo a 

cualquier intento por aumentar la edad de jubilación, los montos de cotización o de ampliar los 

privilegios de las AFP en disponer del ahorro nacional; ceder ante las pretensiones privatizadoras 

de las ARS; la reparación del derecho a la pensión por discapacidad y la pensión por sobrevivencia 

a quienes se les ha negado; la entrega de los fondos de afiliados fallecidos a sus legítimos 

herederos; y la entrega inmediata y sin burocracia del 30% de los fondos para los/as afiliados/as 

que así lo requieran, al igual que el 100% de sus fondos para las personas cercanas a los 55 años 

de edad y que no podrán alcanzar las 360 cotizaciones bajo la actual Ley, e igualmente a las 

personas que estén padeciendo enfermedades terminales.  

 


